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asistía sufre un golpe en el brazo ocasionándose una fractura. Solicitud de que la baja médica se 
tramite como derivada de accidente de trabajo. Procedencia. Para que pueda entenderse la existencia 
de un accidente en misión y, en consecuencia, extender la cobertura de la presunción de laboralidad, es 
preciso: el desplazamiento del trabajador para cumplir la misión y la realización de una actividad concreta 
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 SENTENCIA N.º: 25/2017 
 
 Señores: 
 
 Ilma. Sra. Dª. María José Renedo Juárez 
 
 Presidenta 
 
 Ilma. Sra. Dª. Raquel Vicente Andrés 
 
 Magistrada 
 
 Ilmo. Sr. D. José Manuel Martínez Illade 
 
 Magistrado 
 
 En la ciudad de Burgos, a veintiséis de Enero de dos mil diecisiete. 
 
 En el recurso de Suplicación número 708/16 interpuesto por el INSTITUTO NACIONAL DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL, frente a la sentencia dictada por el Juzgado de lo Social n.º 1 de Burgos en autos número 
517/16 seguidos a instancia de Dª Estibaliz, contra el recurrente y TESORERÍA GENERAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL, en reclamación sobre Invalidez. Ha actuado como Ponente la Ilma. Sra. Dª María José Renedo Juárez 
que expresa el parecer de la Sala. 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 Primero. 
 
 En el Juzgado de lo Social de referencia, tuvo entrada demanda suscrita por la parte actora en la que 
solicita se dicte sentencia en los términos que figuran en el suplico de la misma. Admitida la demanda a trámite y 
celebrado el oportuno juicio oral, se dictó sentencia con fecha 27 de octubre de 2016 cuya parte dispositiva dice: 
"Estimo la demanda interpuesta por Dª Estibaliz, revoco las resoluciones impugnadas de 23-5-16 y 5-7-16, declaro 
que las lesiones habidas por ella como consecuencia del percance sufrido el 6-5-16 deben ser consideradas como 
derivadas de accidente de trabajo y condeno al INSTITUTO NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL a estar y 
pasar por tal declaración con todas las consecuencias a ello inherentes. 
 Absuelvo a la TESORERIA DE LA SEGURIDAD SOCIAL". 
 
 Segundo. 
 
 En dicha sentencia, y como hechos probados, se declaraban los siguientes: PRIMERO. Dª Estibaliz, D.N.I. 
NUM000, presta servicios en el HOSPITAL UNIVERSITARIO DE BURGOS desde el 16-9-04 como Médico 
Especialista de Neumología y con un salario regulador a efectos de este procedimiento de 121,40 euros diarios. 
 SEGUNDO. Los días 6 y 7 de mayo del 2016 asistió a unas jornadas de formación de su especialidad 
médica que tenía lugar en Segovia en las instalaciones del Hotel Cándido. Esos días no fue a trabajar al Hospital 
pero se le siguió pagando retribución. Los gastos del curso no fueron sufragados por el Hospital sino por los 
organizadores del mismo. El Hospital no abona dietas ni gastos de estancia o viaje. 
 TERCERO. Fuera del trabajo en el Hospital no presta ningún otro ni por cuenta propia ni por cuenta ajena. 
 CUARTO. El 6-5-16 en una de las sesiones de las jornadas sufre un golpe que le produce la fractura del 
húmero del brazo derecho lo que da lugar a una baja médica que se tramita como derivada de accidente de 
trabajo con el oportuno parte expedido por el Hospital. 
 QUINTO. El riesgo laboral estaba asegurado con el INSTITUTO NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL. 
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 SEXTO. Este deniega la calificación como laboral por resolución de 23-5-16. Formula reclamación previa 
que es desestimada expresamente por resolución de 5-7-16. Interpone demanda para ante este Juzgado el 27-7-
16. 
 
 Tercero. 
 
 Contra dicha sentencia, interpuso recurso de Suplicación la parte codemandada Instituto Nacional de la 
Seguridad Social, habiendo sido impugnado por la parte actora. Elevados los autos a este Tribunal y comunicada 
a las partes la designación del Ponente, le fueron, a éste, pasados los autos para su examen y resolución por la 
Sala. 
 
 Cuarto. 
 
 En la resolución del presente recurso se han observado, en sustancia, las prescripciones legales vigentes. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 Primero. 
 
 La sentencia de instancia estima la demanda interpuesta por Dña Estibaliz frente al Instituto Nacional de la 
Seguridad Social y Tesorería General de la Seguridad Social, en determinación de contingencia y declara que la 
baja médica de Dª Estibaliz es por AT in misión. 
 Se formula por INSS -TGSS recurso de suplicación al amparo del Art. 193 b) y c) LRJS, interesando la 
modificación de hechos probados y se denuncia infracción de lo dispuesto en los Arts. 156-1 RD 8/2015 LGSS 
entendiendo que la contingencia procedente para la IT concedida debe ser por E.comun o Accidente no laboral. 
 De los artículos 193, b) y 196, 3 de la vigente LRJS y de la que viene siendo su interpretación 
jurisprudencial pacífica, deriva la siguiente doctrina general, respecto al motivo de Suplicación consistente en la 
revisión de los hechos tenidos como probados en la Sentencia de instancia recurrida: 
 
 1) Que se debe señalar en el motivo, con una absoluta claridad, cual sea el concreto hecho o hechos 
probados de los que se pretende obtener su modificación, con detalle en su caso del particular párrafo que se 
quiere hacer objeto de la misma. Y si lo postulado es su eliminación o su sustitución por otro texto alternativo, 
debe entonces ser ofrecido en su redacción literal, lo mismo que si lo pretendido es adicionar al relato de hechos 
probados un determinado texto nuevo y particular, o añadir un completo hecho probado. 
 2) Debe igualmente indicarse con detalle, el concreto documento obrante en los autos, o bien la pericia 
practicada contradictoriamente en el acto de juicio oral, que, en opinión de la parte recurrente, sirvan de soporte a 
la revisión fáctica pretendida en el motivo, al ser estos los únicos medios de prueba que permite el artículo 193, b) 
de la LRJS que pueden ser empleados para apoyar, en este particular trámite, una pretensión de revisión fáctica. 
De tal modo que no es dable una invocación genérica o inespecífica de la documental obrante en los autos (STS 
de 11-7-96). Y no siendo tampoco válida, a efectos de este recurso, la prueba de interrogatorio de parte, ni 
tampoco la prueba testifical; con independencia ello del eventual valor probatorio que, en ejercicio razonado de la 
función que le atribuye el artículo 97,2 de la norma procesal citada, le pueda conferir el juzgador de instancia. 
 3) Se tiene que tener en cuenta, en concreto respecto a la cita de documentos, lo siguiente: a) Que deben 
ostentar realmente tal cualidad los que sean señalados, de tal modo que no cabe basarse en el contenido de la 
prueba testifical o en el interrogatorio de partes (artículo 299,1, 1.º Ley de Enjuiciamiento Civil), pues pese a que 
se encuentre resumen suficiente de las mismas en el acta de juicio -como obliga el artículo 89, 1, c), 1.º de la Ley 
Procesal Laboral no pierden por ello su concreta cualidad probatoria (STS de 16-5-90), no transformándose por lo 
tanto en prueba documental; b) Además, el soporte documental que sirva de base al motivo, debe contener, 
inexcusablemente, una suficiencia probatoria, de tal modo que se desprenda claramente la modificación 
pretendida del mismo, sin que exista necesidad de tener que acudir a conjeturas, razonamientos añadidos, 
deducciones o elucubraciones (SSTS de 19-7-85 o de 14-7-95). 
 4) Dado el carácter de recurso extraordinario de la Suplicación, distinto de la Apelación (STC 18-10-93), no 
se puede pretender que se realice una nueva lectura, por parte de la Sala, de todo el material probatorio obrante, 
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al no ser esa su función, que le viene normativamente atribuida al órgano judicial de instancia por el artículo 97,2 
de la Ley de Procedimiento Laboral citada; ni por tanto, tampoco es admisible que sea este órgano judicial el que 
construya el recurso a la parte recurrente, pues ello iría en contra de su obligación esencial de imparcialidad, y 
vulneraría tanto el derecho a la defensa como a la contradicción de las demás partes personadas, con infracción 
del artículo 24,1 del Texto Constitucional (STS de 28-9-93). 
 5) Debe derivar claramente la modificación pretendida, sea de sustitución, de adición, o de eliminación, del 
apoyo útil alegado, sin necesidad de tener que acudir para ello a deducciones, elucubraciones o argumentaciones 
añadidas. De tal modo que se desprenda de ese apoyo probatorio señalado, de modo contundente y sin sombra 
de duda, tanto la nueva situación fáctica propuesta, como la pertinente y paralela equivocación del órgano judicial 
de instancia al alcanzar su propia convicción, que se pretende revisar. 
 6) Por último, se requiere que la modificación que se pide sea relevante a los efectos de la resolución de la 
causa, acreditando error, omisión o arbitraria interpretación de las pruebas por parte del Juzgador, de manera que 
lo pretendido no quede desvirtuado por otras probanzas que hayan podido ser consideradas por el Juzgador de 
instancia, de las que quepa deducir una interpretación distinta a aquella que obtiene la parte, pues ante posibles 
contradicciones debe prevalecer el criterio del órgano jurisdiccional, que actúa en el pleito de manera imparcial y 
objetiva frente a la parte; a su vez, no basta con aportar con la modificación una puntualización o matización, al 
ser preciso, como ya decíamos, que la revisión sea trascendente y de entidad suficiente para variar los hechos de 
la sentencia recurrida. 
 De los términos de la redacción fáctica solicitada ha de quedar excluido: 
 
 a). Todo lo que no sea un dato en sí, como los preceptos de normas reglamentarias de carácter interno o 
del convenio colectivo aplicable, y, en definitiva cualquier concepto jurídico. 
 b). Los hechos notorios y los conformes. 
 c). Los juicios de valor predeterminantes del fallo, cuya sede ha de corresponderse con la motivación o 
fundamentación jurídica del recurso. 
 d).Las hipótesis, conjeturas o elucubraciones, pues lo no acontecido, por posible, probable o incluso 
seguro que pudiera resultar llegar a ser, de darse las condiciones correspondientes, no ha llegado a ser, y debe 
quedar fuera de esa relación. 
 e) Los hechos negativos cuando equivalen a no acaecidos. 
 
 Existe un número no desdeñable de recursos de suplicación que vienen defectuosamente instrumentados, 
y que, confundiéndose con el de apelación civil, tratan de erigir al tribunal de suplicación en una segunda instancia 
para que se retome el asunto en toda su extensión, conociendo plenamente de lo que se debatió ante el órgano "a 
quo", cuando lo cierto y verdad es que los Juzgados de lo Social conocen en única instancia [art.6 LPL] de todos 
los procesos atribuidos al orden social de la jurisdicción, salvo de los procesos atribuidos a las Salas de lo Social 
de los Tribunales Superiores de Justicia y a la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional [art. 7 y 8 LPL], lo que, 
por otra parte, es plenamente acorde con el derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el art. 24 CE, 
puesto que, la doble instancia, salvo en el orden penal, no forma parte necesariamente del contenido del derecho 
constitucional a la tutela judicial efectiva, por lo que el legislador es libre a la hora de establecer y configurar los 
sistemas de recursos que estime oportunos y determinar los supuestos en que cada uno de ellos procede y los 
requisitos que han de cumplirse en su formalización [SS.TC 51/1982, 3/1983, 14/1983, 123/1983, 57/1985, 
160/1993, entre muchas otras]. 
 En definitiva, la Sala de lo Social tiene una cognitio limitada de los hechos en el recurso de suplicación, y 
no puede valorar de nuevo toda la prueba practicada. 
 Se interesa la supresión del hecho probado 2.º de la manifestación: "esos días no fue a trabajar pero le 
siguió pagando el Hospital", entendiendo que no se evidencia de la prueba aportada. 
 Y solicita la adición de un nuevo hecho probado para hacer constar "...que participa en la reunión... en su 
condición de Tesorera..." 
 Entendiendo respecto de la supresión que la valoración efectuada de los documentos obrantes, no 
significa que se pueda valorar de nuevo por la Sala y que no son documentos hábiles de donde se deriva la 
pretensión que se deduce del relato que se adiciona, no procede acceder a lo solicitado. 
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 Segundo. 
 
 Respecto de la infracción invocada, procede declarar con carácter previo que, por lo que respecta a las 
normas citadas por la recurrente en su recurso como infringidas, que el recurso de suplicación no es una 
apelación o segunda instancia, sino un recurso extraordinario sujeto a motivos tasados en cuya formulación se 
han de respetar los requisitos legales. 
 Los motivos basados en el apartado c) del art. 193 de la LRJS se destinan a la impugnación del fallo por 
error in iudicando, y el recurrente tiene la carga de: 
 
 a) citar debidamente el precepto o preceptos sustantivos y en su caso la jurisprudencia que, a su juicio, 
han sido vulnerados por el fallo de la sentencia, articulando motivos separados para cada precepto o grupo de 
preceptos que guarden unidad temática; 
 b) razonar la pertinencia y fundamentación de los motivos (artículo 196.2 de la l LRJS o cual exige 
argumentar la conexión entre el contenido normativo de las normas o jurisprudencia citadas y el litigio, mostrando 
cómo su correcta aplicación debería haber llevado a dar distinta solución al debate. 
 Incluso declara esa doctrina jurisprudencial que no basta que el recurso cite la disposición legal 
conculcada si contiene diversos artículos, sino que es preciso que se señale el específico precepto que se 
entiende vulnerado, y si el precepto contiene varios apartados resulta igualmente indispensable señalar 
expresamente cuál de ellos se reputa infringido. Señalamos lo anterior porque la parte recurrente se ha limitado a 
citar los preceptos que entiende infringidos por el Magistrado de instancia en la sentencia recurrida pero sin llegar 
a argumentar y razonar porque los entiende indebidamente aplicados, máxime cuando son los mismos preceptos 
en los que aquel se basa para desestimar la demanda. 
 El Tribunal Constitucional ha venido entendiendo que los requisitos y presupuestos establecidos por las 
leyes para recurrir han de ser interpretados y aplicados teniendo en cuenta la efectividad del derecho 
constitucional en el que tienen su razón de ser, y por ello, atendiendo a su finalidad. 
 De modo que la mayor o menor severidad en la exigencia de los mismos guarde proporción de medio a 
fin, evitándose interpretaciones rigoristas que no se correspondan con la finalidad de la exigencia legal, y, dentro 
de esta doctrina, se ha enmarcado el control sobre las decisiones judiciales de inadmisión del recurso de 
suplicación fundadas en un incumplimiento de los requisitos formales legalmente establecidos (STC 18/93, 294/93, 
256/94). 
 El artículo 196 de la LRJS exige, ciertamente, que en el escrito de interposición del recurso se expresen, 
con suficiente precisión y claridad, el motivo o los motivos en que se ampare, debiendo en el caso de impugnación 
fáctica, señalar los medios de prueba, que pongan en evidencia el error del Juzgador, ya que la valoración de la 
prueba corresponde al Juzgador, citándose, asimismo, las normas del ordenamiento jurídico (derecho positivo o 
sustantivo) o la jurisprudencia que se consideren infringidas. Precepto que, como se dijo es acorde con el artículo 
24.1 de la Constitución en cuanto persigue que el contenido del recurso -la pretensión o pretensiones formuladas 
en éste y su fundamentación- sea conocido por la otra parte, que pueda así debidamente defenderse, y por el 
órgano judicial, que ha de tener pleno conocimiento del "thema decidendi", para resolver congruentemente. 
 De acuerdo con estas premisas, el Tribunal Constitucional también tiene establecido que al enjuiciar el 
cumplimiento de los requisitos de admisión del recurso de suplicación, debe tenerse presente que éste no es un 
recurso de apelación ni una segunda instancia sino un recurso de naturaleza extraordinaria, de objeto limitado, en 
el que el Tribunal ad quem no puede valorar ex novo toda la prueba practicada ni revisar el derecho aplicable sino 
que debe limitarse a las concretas cuestiones planteadas por las partes. El carácter extraordinario del recurso de 
suplicación justifica la exigencia de estos requisitos procesales aunque lo relevante "no es la forma o técnica del 
escrito de recurso, sino su contenido" y que "desde esta perspectiva, resulta obligado concluir que el órgano 
judicial, según una interpretación flexibilizadora y finalista de las normas disciplinadoras del recurso, no debe 
rechazar ab límine el examen de su pretensión por defectos formales o deficiencias técnicas, cuando el escrito 
correspondiente suministra datos suficientes para conocer, precisa y realmente, la argumentación de la parte" (TC 
18/93). 
 Por cuanto ahora interesa, la sentencia del indicado Tribunal Constitucional n.º 71/2002, de 8 de abril, 
vuelve a insistir en la necesidad de la observancia de los presupuestos procesales para cumplir los requisitos de 
acceso al recurso, cuando se trata de recursos de cognición limitada que comúnmente se denominan 
extraordinarios (STC 230/2001, de 26 de noviembre), correspondiendo a las partes cumplir las exigencias del 
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recurso que interponen (STC 16/92 y 40/02), llegando a rechazar el amparo motivado por la falta de 
pronunciamiento de fondo en un recurso de suplicación por la ausencia de indicación en el escrito de formalización 
del mismo del concreto apartado del art. 191 de la Ley de procedimiento laboral en el que se incardinaba el motivo 
de recurso, al igual que por la falta de concreción, con absoluta precisión y claridad, de la norma o normas 
jurídicas que consideraba infringidas por la sentencia de instancia, así como del modo en que se produjo la 
infracción. 
 Asimismo, el artículo 97.2 de la LRJS al disponer que el Magistrado apreciando los elementos de 
convicción, concepto más amplio que el de prueba, declarará expresamente en la sentencia, los hechos que 
estime probados, viene a establecer un elemento esencial de la resolución, con la ineludible consecuencia de que 
su ausencia o defectuosa consignación determinará la nulidad de la misma. Y esa exigencia legal ha sido 
subrayada reiteradamente por la doctrina del Tribunal Supremo en el sentido de que en los hechos probados ha 
de constar no sólo cuanto acreditado sirva al Magistrado para dictar su sentencia, sino también todo aquello que 
sea necesario para que el Tribunal Superior en el supuesto de recurso pueda dictar la suya, concordante o no con 
la impugnada. El Juzgador ostenta una amplia facultad para valorar todo el material probatorio practicado en la 
instancia, de modo que puede obtener y deducir una interpretación distinta a aquella que obtiene la parte, ya que, 
ante posibles contradicciones, debe prevalecer el criterio del órgano jurisdiccional que actúa de manera imparcial y 
objetiva frente al interés de una parte, correspondiendo al juzgador la facultad privativa sobre la valoración de 
todas las pruebas aportadas al proceso, de acuerdo con el artículo 97.2 de la Ley de procedimiento laboral (S.T.S. 
18/11/1999). 
 En sentencia, de fecha 24/5/2000, el Tribunal Supremo vuelve a señalar que la valoración de la prueba es 
facultad privativa del Juzgador de instancia, cuyas conclusiones reflejadas en los hechos probados deben 
prevalecer siempre que se ajusten a lo prevenido en dicho artículo, ya que lo contrario sería tanto como 
subrogarse la parte en lo que constituye labor jurisdiccional, sin que pueda sustituirse la misma por la valoración 
de la parte, voluntaria y subjetiva, confundiendo este recurso excepcional y con motivos tasados en una nueva 
instancia. 
 La cuestión estriba en determinar el origen de la contingencia de la baja médica, si es por 
accidente laboral in misión o no laboral. 
 La Actora se encontraba cuando sufrió el accidente, consistente en caída con fractura, en un 
congreso médico con permiso -licencia para asistir otorgada por el Hospital, aunque los gastos del 
Congreso son ajenos al centro. 
 El concepto legal del accidente de trabajo se expresa como «toda lesión corporal que el trabajador sufra 
con ocasión o por consecuencia del trabajo que ejecute por cuanta ajena» (artículo 84.1 Ley General de la 
Seguridad Social de 1974 [RCL 1974 \1482] y art. 115.1 de la vigente Ley General de la Seguridad Social de 
1994). 
 Se configura así el accidente laboral a través de tres elementos: 
 
 lesión, 
 trabajo por cuenta ajena y 
 relación entre lesión y trabajo, 
 elementos generosamente interpretado desde antiguo por la jurisprudencia del Tribunal Supremo y la 
doctrina del extinto Tribunal Central de Trabajo, en aras a la máxima protección del trabajador. 
 
 Así, el concepto de lesión, que sugiere la idea de acción o irrupción súbita o violenta de agente exterior -o, 
en la definición de accidente del artículo 100 de la Ley de 8 de octubre de 1980 (RCL 1980\2295), sobre Contrato 
de Seguros, «lesión corporal que procede de una causa fortuita espontánea, exterior y violenta, independiente de 
la voluntad del asegurado»-, fue ampliado, desde la importante Sentencia del Tribunal Supremo de 17 de junio de 
1903, iniciadora de línea doctrinal consolidada, a las lesiones de evolución insidiosa o lenta, y tanto a la herida 
manifestada externamente como a la dolencia sin manifestación externa notoria y el trastorno fisiológico y 
funcional. Igualmente, el elemento objetivo del trabajo vio ampliado su ámbito de aplicación, por lo que concierne a 
la calificación laboral del accidente, mediante las figuras del accidente de trabajo «in itinere» y el accidente de 
trabajo «en misión». 
 La lesión existe, que es la fractura y ahora la cuestión estriba en determinar el nexo causal entre 
los otros dos elementos, expresado en la frase «con ocasión o por consecuencia», continúa siendo una 
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exigencia ineludible para la calificación como laboral del accidente, marcando con claridad que la 
responsabilidad por éste deriva del riesgo profesional. 
 Sin embargo, tradicionalmente la exigencia resulta debilitada en un doble aspecto, el primero porque la 
«ocasionalidad» proporciona al concepto del accidente de trabajo una gran fuerza expansiva, y el segundo por la 
presunción legal «iuris tantum» de la existencia de tal nexo cuando las lesiones las sufra el trabajador durante el 
tiempo y en el lugar de trabajo. 
 En definitiva, el artículo 84 de la Ley General de la Seguridad Social define en su número 1 el accidente de 
trabajo, entendiendo por tal «toda lesión corporal que el trabajador sufra con ocasión o por consecuencia del 
trabajo que ejecute por cuenta ajena», de manera que si la lesión no aparece vinculada a la «ocasión» o la 
«consecuencia» laboral no existe accidente de trabajo, salvo que concurran determinadas circunstancias que el 
propio artículo (en su número 2) declara por vía ampliatoria como generadoras del accidente de trabajo, o que 
éste se presume, salvo prueba en contrario, por el hecho de haberse producido la lesión «durante el tiempo y en el 
lugar del trabajo» (artículo 84.3), excluyendo, en todo caso, de tal calificación, a los debidos a fuerza mayor 
extraña al trabajo, o a dolo o imprudencia temeraria del trabajador (artículo 84.4), pero sin que impida esa 
calificación de accidente de trabajo la mera imprudencia profesional de trabajador o la concurrencia de 
determinados supuestos de culpabilidad civil o criminal del empresario, compañero de trabajo o un tercero, salvo 
que no guarde relación alguna con el trabajo (artículo 84.5). 
 
 Tercero. 
 
 En el presente procedimiento no estamos ante una prueba de presunción de laboralidad y de que la 
enfermedad contraída ha sido con ocasión del trabajo, sino ante una lesión externa producida en un Congreso 
médico al que ha acudido la actora. Y la cuestión a determinar es si tiene la definición y cobertura dicha situación 
de AT. 
 El denominado accidente de trabajo in mision agrupa aquellos accidentes que no ocurren ni en el centro 
de trabajo ni al ir o volver del lugar de trabajo, pero acontecen al trabajador en el cumplimiento del trabajo o de los 
cometidos encomendados por el empresario en el ejercicio de sus facultades de dirección. 
 Se realiza así una interpretación extensiva del concepto de centro de trabajo, de forma que será 
considerado como tal el lugar en que el trabajador va a realizar las tareas que le encomienda el empresario. 
 Es obvio que este accidente de trabajo in mision puede aparecer íntimamente conectado al accidente in 
itinere puesto que la lesión puede producirse en el desplazamiento hacia ese otro lugar del trabajo 
 Por ello se han de considerar dos elementos: 
 
 El desplazamiento del trabajador para cumplir la misión. 
 La realización de una actividad concreta encomendada por el empresario, o que se realice para el buen 
funcionamiento de la empresa, que puede ser ajena a la actividad habitual que tiene atribuida en virtud del 
contrato de trabajo. 
 Por ello, habrá que determinar con claridad que la actividad desarrollada por el trabajador está relacionada 
con la misión encomendada por el empresario. 
 Y esto es lo determinante en el presente supuesto. No se generaría duda alguna de ser una actividad de 
Formación del propio Hospital donde presta sus servicios la actora. 
 Ha de recordarse que ya el Tribunal Supremo en Sentencias de 13 de febrero de 1962 (RJ 1962\847) y 5 
de marzo de 1965 (RJ 1965\1604), anteriores por lo tanto al Texto Articulado de la Ley de Bases de la Seguridad 
Social de 1966 (RCL 1966 \734, 997) -que introdujo distintos supuestos que habían de calificarse como accidente 
de trabajo, referido y ampliado en cuanto a enfermedades sufridas con anterioridad agravadas por el accidente en 
el vigente artículo 84.2 f) del Texto Refundido de 1974 -, sostuvo el criterio de que había de ser calificado como 
accidente laboral con todas las consecuencias a ello inherentes, la dolencia preexistente al hecho dañoso que se 
agrava o manifieste por éste, porque tal circunstancia -agravación o aparición- en consecuencia del riesgo que se 
corre al prestar el trabajo por cuenta ajena, doctrina mantenida también después por el Tribunal Supremo, entre 
otras, en Sentencias de 11 de febrero (RJ 1974 \458) y 4 de diciembre de 1974 (RJ 1974\4757); 17 de diciembre 
de 1976 (RJ 1976\5544), 24 de abril de 1985 (RJ 1985\1913) y 7 de marzo de 1989 (RJ 1989 \1805), y por el 
Tribunal Central de Trabajo en las de 22 de junio (RTCT 1982\3836) y 20 de julio de 1982 (RTCT 1982\4468); 28 
de junio (RTCT 1983 \6169), 20 de octubre y 13 de diciembre de 1983; 30 de enero, 18 y 21 de febrero (RTCT 
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1985\1241) y 23 de abril de 1985, 8 de mayo de 1986; 23 de febrero de 1987; 16 (RTCT 1988\1715) y 17 de 
febrero (RTCT 1988\1725) y 13 de abril de 1988 (RTCT 1988 \3118), entre otras muchas. 
 Asimismo, la Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo de 27 de diciembre de 1995 (RJ 
1995\9846), decía en su fundamento jurídico tercero lo siguiente: «Son numerosas las sentencias que han 
afirmado la aplicación de la presunción de laboralidad del artículo 84.3 de la Ley General de la Seguridad Social 
1974 (RCL 1974\1482) no sólo a los accidentes en sentido estricto o lesiones producidas por la acción súbita y 
violenta de un agente exterior, sino también a las enfermedades o alteraciones de los procesos vitales que pueden 
surgir en el trabajo causadas por agentes patológicos internos o externos. En este sentido se han pronunciado, 
entre otras, las Sentencias de 22 de marzo de 1985 (RJ 1985\1374), 25 de septiembre de 1986 (RJ 1986\5175) y 
4 de noviembre de 1988 (RJ 1988\8529) y más recientemente la Sentencia de unificación de doctrina de 27 de 
octubre de 1992 (RJ 1992\7844)». Para la destrucción de la presunción de laboralidad de la enfermedad de 
trabajo surgida en el tiempo y lugar de prestación de servicios la jurisprudencia exige que la falta de relación entre 
la lesión padecida y el trabajo realizado se acredite de manera suficiente, bien porque se trata de enfermedad que 
por su propia naturaleza excluya la etiología laboral, bien porque se aduzca hechos que desvirtúan dicho nexo 
causal. Así la Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de junio de 1997 (RJ 1997\4762) expresaba en su 
fundamento jurídico tercero lo siguiente: «En primer lugar hay que partir del presupuesto de que el concepto de 
"lesión" constitutivas del accidente de trabajo al que se refiere el artículo 84.1 y 3 de la Ley General de la 
Seguridad Social de 1974 -precepto reproducido en el artículo 115 del vigente Texto Refundido de 1994 (RCL 
1994 \1825)-, comprende no sólo la acción súbita y violenta de un agente exterior sobre el cuerpo humano, sino 
también las enfermedades en determinadas circunstancias como se infiere de lo prevenido en los apartados e), f) 
y g) del número 2 del citado precepto. En segundo lugar, reiterada jurisprudencia de esta Sala dictada en 
unificación de doctrina (Sentencias de 27 de octubre de 1992 [RJ 1992\7844], 27 diciembre 1995 [RJ 1995\9846], 
15 febrero 1996 [RJ 1996\1022] y 27 febrero 1997 [RJ 1997\1605], y las dictadas en casación ordinaria que en 
ellas se citan) ha declarado que la presunción contenida en el artículo 84.3 de la Ley General de la Seguridad 
Social, por virtud de la que se estimará, salvo prueba en contrario, que son accidente laboral las lesiones que 
sufra el trabajador durante el tiempo y en lugar del trabajo, alcanza no sólo a los accidentes en sentido estricto, 
sino también a las enfermedades que se manifiesten durante el trabajo en las circunstancias antes descritas; y 
que tal presunción sólo queda desvirtuada cuando hayan ocurrido hechos de tal relieve que sea evidente a todas 
luces la absoluta carencia de relación entre el trabajo que el operario realizaba, con todos los matices psíquicos y 
físicos que lo rodean, y el siniestro; lo que tratándose de enfermedades requiere que éstas por su propia 
naturaleza no sean susceptibles de una etiología laboral o que dicha etiología pueda ser excluida mediante prueba 
en contrario». 
 En este sentido ya se ha pronunciado este Tribunal STSJ CL 4630/2016 Fecha: 22/12/2016 N.º de 
Recurso: 659/2016 N.º de Resolución: 715/2016. 
 El TS ya expuso en sentencia de STS 4787/2013 Fecha: 16/09/2013 N.º de Recurso: 2965/2012 que: 
"El accidente "en misión" ha sido una figura de loable creación jurisprudencial como una modalidad específica de 
accidente de trabajo, en la que partiéndose de que se producía un desplazamiento del trabajador para realizar una 
actividad encomendada por la empresa, a través de dicha figura se ampliaba la presunción de laboralidad a todo 
el tiempo en que el trabajador desplazado, en consideración a la prestación de sus servicios, aparecía sometido a 
las decisiones de la empresa (incluso sobre su alojamiento, medios de transporte, etc.), de tal modo que el deber 
de seguridad, que es una de las causas de la responsabilidad empresarial, abarcaba todo el desarrollo del 
desplazamiento y de la concreta prestación de los servicios, destacándose que el "lugar de trabajo" a estos 
efectos es todo "lugar en que se está por razón de la actividad encomendada, aunque no sea el lugar de trabajo 
habitual" (entre otras, SSTS/Social 26-diciembre-1988, 4- mayo-1998 -recurso 932/1997, 11- julio-2000 -recurso 
3303/1999, 24-septiembre-2001 -recurso 3414/2000). 
 En esta línea se declararon como accidentes en misión los siguientes supuestos: 
 
 a) La insuficiencia cardiaca por una crisis de asma durante un vuelo en avión que impidió que el trabajador 
fuese debidamente atendido, con lo que sin el desplazamiento el resultado lesivo no se hubiere producido, 
señalando que "concurre la circunstancia de ser en misión, pues si es cierto que la letra del art. 82 n.º 2 a), parece 
contemplar el supuesto ordinario del traslado habitual del propio domicilio al lugar del trabajo y regreso, ni de su 
letra ni de su espíritu están excluidos aquellos desplazamientos debidos única y exclusivamente a motivaciones 
laborales, y en el caso de autos ello es indiscutido, puesto que el vuelo se realizaba a requerimiento de la empresa 
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para que prestara servicios en la construcción de un buque, con billete proporcionado por la propia empresa y 
desde un país al que había sido enviado igualmente por ella, y para trabajar a su servicio" (STS/Social 26- 
diciembre-1988); 
 b) Un accidente cardiovascular con hemiparexia derecha sufrido a bordo del camión del que era conductor 
el trabajador durante un viaje por extranjero y mientras que conducía el conductor de relevo, razonándose que "en 
el supuesto aquí enjuiciado, no hay ni siquiera suspensión de la situación de actividad laboral, porque sucede a 
bordo del camión, aunque en situación de relevo activo, pero con presencia y disponibilidad plena en el propio 
puesto de trabajo" (STS/IV 4-mayo-1998 -rcud 932/1997); 
 c) "El trabajo de reparación de la avería de un coche en carretera es trabajo itinerante, en el que se ha de 
entender como tiempo de trabajo el de desplazamiento al punto en que se encuentra el vehículo averiado, y como 
lugar el de dicho punto y el de la vía que a él conduce. El lugar y el tiempo de trabajo de ayuda en carretera no se 
circunscriben al espacio y al acto estricto de arreglo de la avería, sino que se extienden también al desplazamiento 
y a la ruta seguida para poder efectuar la reparación" (STS/IV 11-julio-2000 -rcud 3414/2000). 
 d) Infarto de miocardio sobrevenido mientras el trabajador se encontraba en el hotel donde se alojaba 
durante el viaje por Europa como conductor de autobús por ruta turística. Se argumenta para calificarlo como 
accidente de trabajo en misión que "Es evidente que el mal le sobreviene fuera de sus horas de trabajo, pero 
cuando permanece bajo la dependencia de la Empresa, cuya organización y prestación de servicios objeto de su 
actividad económica impide al trabajador reintegrarse a su vida privada, al domicilio familiar y a la libre disposición 
sobre su propia vida", que "tal es el contenido del accidente de trabajo «en misión», que es una lógica derivación 
del concepto de accidente de trabajo «in itinere», porque si este segundo concepto consiste en el soportado por el 
trabajador en el obligado desplazamiento ... ya que la ley entiende que a tales trayectos y riesgos debe extenderse 
la protección proporcionada por la Empresa, con mayor razón deberá extenderse tal protección cuando la 
prestación de los servicios y sus condiciones y circunstancias impiden al trabajador aquel regreso, y excluyen la 
necesidad de reintegrarse al lugar de reanudación de las tareas profesionales, porque tal lugar no es abandonado 
al concluir y, por eso, es innecesario el reintegro, ya que el trabajador «itinerante» ... está en ese itinerario desde 
que abandona su domicilio hasta que vuelve a él, cuando concluye las tareas que tiene encomendadas" y 
concluye que "es cierto que el nexo entre el daño soportado y la situación laboral puede romperse ... pero tal 
ruptura no depende de que las propias tareas profesionales hayan concluido (dado que esa conclusión no 
reintegra al trabajador a su vida personal, familiar, privada y de la que dispone), sino porque se produzcan hechos 
que, en efecto, se apartan de la situación que es laboral por extensión. 
 O sea cuando el trabajador rompe la dependencia y dispone de su tiempo y de su actuación" (STS/IV 24-
septiembre-2001 - rcud 3414/2000). 
 
 De toda la prueba practicada y relato de hechos probados nos encontramos con que la actora acude a un 
congreso de su especialidad 
 El Juez de instancia entiende que estando en tiempo de Formación para su especialidad médica, con 
permiso autorizado y días retribuidos por el Hospital, en esas sesiones de Formación suponen que sigue 
trabajando. Para esta Sala no todas las sesiones de formación deben entenderse que se "sigue trabajando" (es 
claro que en las que desarrolle el empresario,no hay duda), ni los Accidentes sobrevenidos en todos los cursos a 
que se acude ajenos al empresario, podrán entenderse con ocasión del trabajo. 
 Así el art 115 de la anterior redacción, actual 156 de la LGSS define: 
 
 Concepto del accidente de trabajo 1. Se entiende por accidente de trabajo toda lesión corporal que el 
trabajador sufra con ocasión o por consecuencia del trabajo que ejecute por cuenta ajena. 2. Tendrán la 
consideración de accidentes de trabajo: a) Los que sufra el trabajador al ir o al volver del lugar de trabajo. b) Los 
que sufra el trabajador con ocasión o como consecuencia del desempeño de cargos electivos de carácter sindical, 
así como los ocurridos al ir o al volver del lugar en que se ejerciten las funciones propias de dichos cargos. c) Los 
ocurridos con ocasión o por consecuencia de las tareas que, aun siendo distintas a las de su categoría 
profesional, ejecute el trabajador en cumplimiento de las órdenes del empresario o espontáneamente en 
interés del buen funcionamiento de la empresa. 
 
 El derecho a la promoción profesional del trabajador es una consecuencia de la prolongación de la 
relación laboral que tiene su anclaje último en el artículo 35.1 de la Constitución (promoción a través del trabajo) y 
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que se reconoce como derecho básico en el artículo 4.2 b) del Estatuto de los Trabajadores 2015, Texto Legal 
este último que fija en su artículo 24 su régimen jurídico mínimo. 
 
 En el mismo sentido el Artículo 23 sobre Promoción y formación profesional en el trabajo dispone: 
 
 c) A la concesión de los permisos oportunos de formación o perfeccionamiento profesional d) A la 
formación necesaria para su adaptación a las modificaciones operadas en el puesto de trabajo. La misma correrá 
a cargo de la empresa, sin perjuicio de la posibilidad de obtener a tal efecto los créditos destinados a la formación. 
El tiempo destinado a la formación se considerará en todo caso tiempo de trabajo efectivo. 
 Sin perjuicio de lo anterior, no podrá comprenderse en el derecho a que se refiere este apartado la 
formación que deba obligatoriamente impartir la empresa a su cargo conforme a lo previsto en otras leyes. En 
defecto de lo previsto en convenio colectivo, la concreción del modo de disfrute del permiso se fijará de mutuo 
acuerdo entre trabajador y empresario. 
 
 Este derecho además está regulado en el Acuerdo n.º 38/04 de permisos de personal Estatutario de la 
JCYL Consejeria de Sanidad entre los que se establecen los permisos retribuidos para asistir a jornadas de 
formación directamente relacionados con el puesto de trabajo: 
 
 D) PERMISOS RETRIBUIDOS: 
 
 El empleado público previa solicitud tendrá derecho a un permiso,devengando la totalidad de las 
retribuciones por alguno de los motivos y el tiempo que se indica en los apartados siguientes. 
 
 2. Para la formación: 
 
 2.3. Subordinado a las necesidades del servicio, previo informe favorable del superior jerárquico y en el 
marco de los criterios de formación definidos por el centro,para realizar actividades formativas o asistir a jornadas 
y congresos directamente relacionados con el puesto de trabajo durante el tiempo de su duración. 
 
 Deberán de concurrir -reiteramos- dos requisitos para poder entender la existencia de un "in misión" y 
extender la cobertura de la presunción de laboralidad para calificar la lesión de Accidente de Trabajo: 
 
 El desplazamiento del trabajador para cumplir la misión. 
 La realización de una actividad concreta encomendada por el empresario, o que se realice para el buen 
funcionamiento de la empresa, que puede ser ajena a la actividad habitual que tiene atribuida en virtud del 
contrato de trabajo. 
 Analizada la licencia otorgada se expide- por el superior jerárquico- para "acudir a congreso" directamente 
relacionado con su Especialidad Médica de Neumologia, "como actividades formativas o asistir a jornadas y 
congresos directamente relacionados con el puesto de trabajo" aunque sea ajeno a la actividad habitual, y se 
entiende retribuida porque en el impreso rezan los supuestos, entre los que se encuentran las vacaciones, días de 
asuntos propios, y permiso por formación. 
 Si ello lo ponemos en relación con el derecho a la Formación como parte del contrato de trabajo, ya que 
como Personal Estatutario tiene dicho derecho reconocido, "y en el marco de los criterios de formación 
definidos por el centro", podremos entender que este supuesto concreto puede dar lugar a la excepcionalidad y 
extensión del término "con ocasión" y por ende declarar la contingencia como Accidente de Trabajo. 
 Por ello con las singularidades y precisiones expuestas en la presente fundamentación, la revisión no debe 
prosperar, al no evidenciarse error valorativo del Magistrado y su consecuente desatención a las reglas de la sana 
crítica en el ejercicio de la facultad valorativa de la prueba, que en exclusiva tiene atribuida (ex artículo 97-2 LPL)y 
es que es doctrina constante del Tribunal Supremo (entre otras la STS 17 de Diciembre de 1990) la de que es al 
juez de instancia, cuyo conocimiento directo del asunto garantiza el principio de inmediación del proceso laboral, a 
quien corresponde apreciar los elementos de convicción (concepto más amplio éste que el de los medios de 
prueba) para establecer la verdad procesal, intentando su máxima aproximación a la verdad real, valorando en 
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conciencia y según las reglas de la sana crítica la prueba practicada en autos, conforme a las amplias facultades 
que a tal fin le otorga el artículo 97.2 de la LEC en relación con el artículo 348 de la actual y supletoria LEC. 
 En su consecuencia, el error de hecho ha de ser evidente y fluir, derivarse y patentizarse por prueba 
pericial o documental eficaz y eficiente, sin necesidad de acudir a deducciones más o menos lógicas o razonables, 
pues dado el carácter extraordinario del recurso de suplicación y de que no se trata de una segunda instancia, no 
cabe llevar a cabo un análisis de la prueba practicada con una nueva valoración de la totalidad de los elementos 
probatorios (Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo de 18 de noviembre de 1999), pues ello 
supondría, en definitiva, sustituir el criterio objetivo del Juzgador de instancia, por el de la parte, lógicamente 
parcial e interesado, lo que es inaceptable al suponer un desplazamiento en la función de enjuiciar que tanto el 
artículo 2.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial como el artículo 117.3 de nuestra Constitución otorgan en 
exclusiva a los Jueces y Tribunales. 
 
 Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad conferida por el pueblo español, 
 

FALLAMOS 
 
 Que debemos desestimar y desestimamos interpuesto por el INSTITUTO NACIONAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL, frente a la sentencia de fecha 27 de octubre de 2016 dictada por el Juzgado de lo Social n.º 1 de Burgos 
en autos número 517/16 seguidos a instancia de Dª Estibaliz, contra el recurrente y TESORERÍA GENERAL DE 
LA SEGURIDAD SOCIAL, en reclamación sobre Invalidez y, en su consecuencia, debemos confirmar y 
confirmamos la Sentencia recurrida. Sin costas. 
 Notifíquese la presente resolución a las partes y a la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León en la forma prevenida en el artículo 97 de la L.R.J.S. y 248.4 de la L.O.P.J. y sus concordantes, haciéndoles 
saber que contra esta resolución cabe recurso de Casación para la Unificación de Doctrina para ante el Tribunal 
Supremo, significándoles que dicho recurso habrá de prepararse ante esta Sala en el plazo de los DIEZ DIAS 
siguientes a la notificación, mediante escrito ajustado a los requisitos legales contenidos en los artículos 220 y 221 
de la L.R.J.S., con firma de Abogado o de Graduado Social Colegiado designado en legal forma conforme al art. 
231 de la citada Ley. 
 Se deberá ingresar como depósito la cantidad de 600 € conforme a lo establecido en el artículo 229.1.b de 
la L.R.J.S., asimismo será necesaria la consignación por el importe de la condena conforme a los supuestos 
previstos en el art. 230 de la mencionada Ley, salvo que el recurrente estuviera exento por Ley o gozare del 
beneficio de justicia gratuita. 
 Dichas consignación y depósito deberán efectuarse en la cuenta corriente de esta Sala, bajo la 
designación de Depósitos y Consignaciones, abierta en la entidad Banesto, sita en la c/ Almirante Bonifaz n.º 15 
de Burgos, -en cualquiera de sus sucursales, con el n.º 1062/0000/65/00708/2016. 
 Se encuentran exceptuados de hacer los anteriormente mencionados ingresos, los Organismos y 
Entidades enumerados en el punto 4 del artículo 229 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social. 
 Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 
 
El contenido de la presente resolución respeta fielmente el suministrado de forma oficial por el Centro de 
Documentación Judicial (CENDOJ). La Editorial CEF, respetando lo anterior, introduce sus propios marcadores, 
traza vínculos a otros documentos y hace agregaciones análogas percibiéndose con claridad que estos elementos 
no forman parte de la información original remitida por el CENDOJ. 
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